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LAS MIGRACIONES  INTRACOMUNITARIAS Y EXTRACOMUNITARIAS EN LA AGENDA DE LA COMUNIDAD ANDINA

Consideraciones Generales

Dentro del objetivo principal del Acuerdo de Cartagena de procurar un mejoramiento persistente del nivel de vida de los habitantes de la Subregión (Artículo 1 de dicho Acuerdo suscrito en mayo de 1969), los Países Miembros plantearon la formación de un mercado común latinoamericano, como propósito integracionista que se busca alcanzar a largo plazo.

En ese marco y en desarrollo de los objetivos del Acuerdo, se han logrado importantes avances en cuanto a la libre circulación de bienes, servicios, capitales y personas en los últimos 39 años.

En el ámbito del derecho del ciudadano andino a su libre circulación por el espacio comunitario, la Comunidad Andina ha adelantado acciones que permiten el libre movimiento de los ciudadanos en los territorios de los Países Miembros, considerándose éstos como un solo territorio. Todo ello en la perspectiva de favorecer una migración intracomunitaria ordenada y amparada en la normativa comunitaria.

Por otro lado, y en el marco de la Política Exterior Común de la Comunidad Andina, el proceso andino de integración ha dado algunos pasos que permitirán a futuro concretar una mayor protección del ciudadano migrante andino en territorios extracomunitarios.

En este contexto, podemos clasificar los avances que se han producido en la Comunidad Andina en esta materia en los últimos años en dos grandes niveles:

· Migraciones Intracomunitarias: migración temporal o de corta duración / migración permanente o de larga duración. 

· Migraciones Extracomunitarias: apoyo al migrante andino en territorio de terceros países o bloque de países.

Migraciones Intracomunitarias

I. Migración temporal o de corta duración

a.
Normativa Andina vigente 

Con el fin de permitir la circulación de nacionales de los Países Miembros por la Subregión en condiciones iguales a  las otorgadas a los nacionales de cada uno de ellos, el Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores expidió una serie de Decisiones comunitarias en los últimos años que buscan garantizar la libre circulación de personas en los territorios de los Países Miembros.

· Se reconocieron como documentos de viaje los documentos nacionales de identificación mediante la Decisión 503 “Reconocimiento de documentos nacionales de identificación”, vigente desde el 1 de enero de 2002. En dicha norma, se eliminaron las visas y la necesidad de circular con pasaportes al interior del espacio comunitario andino.

Con la expedición de dicha Decisión, los nacionales de los Países Miembros pueden circular libremente con cualquiera de los documentos de identidad válidos y vigentes reconocidos en la referida norma
. Adicionalmente, la Decisión 503 establece que el documento de identidad con el que se ingresó al País Miembro receptor deberá ser reconocido para todos los efectos civiles y migratorios, incluyendo trámites judiciales y administrativos
.  Esta es una medida que beneficia especialmente a los turistas y visitantes que tendrán una estadía corta en algún  País Miembro, como ocurre con las visitas de negocios.

Asimismo, la norma prevé la obligación de los Países Miembros de no exigir visado alguno a los viajeros andinos que permanecerán en el territorio nacional por menos de 90 días.

· Con el fin de homogenizar los datos que se procesan cuando las personas ingresan al territorio de los Países Miembros, se instauró a través de la Decisión 397, del 30 de septiembre de 2006, la Tarjeta Andina de Migración (TAM) como documento uniforme de control migratorio y estadístico de uso obligatorio, para el ingreso y salida de personas del territorio de los Países Miembros. El contenido mínimo de información requerida por la TAM está definido en la Resolución 527 de la Secretaría General de la Comunidad Andina, dejando libertad a los Países Miembros para definir su formato, el cual puede ser pre-impreso, mecanizado, electrónico o virtual.

b.
Problemas identificados

De acuerdo a reclamos y comentarios presentados por ciudadanos de los Países Miembros de la Comunidad Andina ante la Secretaría General de la Comunidad Andina en los últimos meses, se pueden mencionar algunas restricciones a la migración temporal o de corta duración de personas en el espacio comunitario andino:

· En Perú algunos locales comerciales exigen a los ciudadanos de los Países Miembros de la Comunidad Andina, que desean realizar transacciones con tarjeta de crédito, la presentación del pasaporte como único documento de identidad válido, en contravención con lo dispuesto en la Decisión 503. Dicho requerimiento se encuentra amparado en el Decreto Legislativo Nº 703 - Ley de Extranjería y en los Lineamientos de Protección al Consumidor del Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual (INDECOPI).
 

· En Colombia, algunas entidades bancarias y casas de cambio (salvo las agencias bancarias que se encuentran luego de la aduana del aeropuerto internacional) exigen a los ciudadanos de los Países Miembros de la Comunidad Andina la presentación del pasaporte como único documento de identidad válido para el cambio de divisas, en contravención de la Decisión 503.

· En Perú, para que proceda la exoneración del 19% del Impuesto General a las Ventas (IGV) que le corresponde a los extranjeros, se exige en los hoteles a los ciudadanos de los Países Miembros de la Comunidad Andina la presentación del pasaporte como único documento de identidad válido, en contravención de la Decisión 503. (Decreto supremo 122-2001 EF, modificado por el Decreto Supremo 063-2003 EF)

c. Proyectos sugeridos al interior del espacio comunitario andino

· Difusión de la normativa comunitaria andina en materia de migraciones, haciendo especial énfasis en los derechos del ciudadano andino para circular por el territorio comunitario.. Dicha difusión podría materializarse a través de un compendio de Decisiones sobre migraciones, a ser repartida entre las principales autoridades nacionales competentes en la materia así como a diversas instituciones y sectores de la sociedad civil. 

Asimismo, podría diseñarse un folleto donde se informe sobre las oficinas o instituciones a las cuales pueden acudir los ciudadanos andinos en cada uno de los Países Miembros para hacer valer este derecho a la libre circulación por el espacio comunitario. Igualmente podría darse una breve explicación sobre el mecanismo de solución de controversias de la Comunidad Andina, que puede ser activado mediante un reclamo ante el incumplimiento de las obligaciones de los Países Miembros en esta materia
.

· Realizar ciclos de vídeo conferencias con las principales autoridades competentes en materia migratoria en los Países Miembros con la finalidad de recordarles los compromisos asumidos en la normativa comunitaria sobre migraciones, así como brindar pautas y asesoría respecto a su mejor implementación. Estas vídeo conferencias podrían contar con la interconexión con funcionarios de la Unión Europea que puedan brindar su experticia sobre la protección y respecto al ejercicio de estos derechos del ciudadano comunitario.

· Convocar en el más breve plazo a una reunión conjunta del Comité Andino de Autoridades de Migración (CAAM) y de Identidad y Registro Civil (CAIEC) para promover la homologación de los documentos nacionales de identificación a efectos de facilitar la libre circulación de personas dentro de la Subregión, con base en lo establecido en el Documento 9303 de la Organización de Aviación Civil Internacional, en lo concerniente a las especificaciones técnicas de documentos de viaje con lectura mecánica (código de barras/empleo de caracteres o letras OCR).

· Adicionalmente, dicha reunión sería útil para actualizar la relación de documentos enunciados en el Artículo 1 de la Decisión 503 y mejorar la definición de turista consignada en el segundo párrafo del artículo 2, de forma tal que pueda hacerse extensiva, por ejemplo, para los hombres de negocios, conferencistas, etc.
.

· Elaborar un documental que muestre los derechos y facilidades con que cuenta el migrante andino en territorio comunitario, enfatizando, por ejemplo, la situación en los pasos de frontera, uso de aeropuertos y  transacciones comerciales de cualquier tipo efectuadas al interior del territorio comunitario andino. Dicha iniciativa podría materializarse a través de TVCAN.
II. Migración permanente o de larga duración

a. 
Normativa Andina vigente

· En lo que se refiere a las migraciones de larga duración o permanentes, los órganos comunitarios adoptaron la Decisión 545, del 25 de junio de 2003, mediante la cual se establece el Instrumento Andino de Migración Laboral, que contempla  normas para la progresiva y gradual circulación y permanencia de nacionales andinos en la Subregión, con fines laborales bajo relación de dependencia, en condiciones de igualdad de trato y de oportunidades.

A fin de instrumentar y asegurar la plena vigencia del principio de la libre circulación y permanencia de nacionales andinos con fines laborales bajo relación de dependencia en el territorio de los Países Miembros, establece un programa de liberación para la clasificación de los trabajadores migrantes andinos contemplada en la Decisión 545.

· Mediante la Decisión 583, del 7 de mayo de 2004, se establece el Instrumento Andino de Seguridad Social que busca garantizar la adecuada protección social de los migrantes laborales y sus beneficiarios para que, como consecuencia de la migración, no vean mermados sus derechos sociales a través de la plena aplicación del principio  de igualdad de trato o trato nacional dentro de la Subregión, así como de la conservación de los derechos adquiridos y la continuidad entre las afiliaciones a los sistemas de seguridad social de los Países Miembros.

· En ese mismo sentido, se adoptó la Decisión 584, del 7 de mayo de 2004, mediante la cual se estableció el Instrumento Andino de Seguridad y Salud en el trabajo cuyo objeto es promover y regular las acciones que se deben desarrollar en los centros de trabajo de los Países Miembros para disminuir o eliminar los daños a la salud del trabajador, mediante la aplicación de medidas de control y el desarrollo de las actividades necesarias para la prevención de riesgos derivados del trabajo. La Decisión 584 fue reglamentada el 23 de setiembre de 2005 mediante la Resolución 957.

· Circulación de empleados de empresas prestadoras de servicios (Decisiones 399, 439, 510 y demás vinculadas): Los Países Miembros garantizan la circulación de empleados de las empresas prestadoras, así como los tripulantes de las compañías prestadoras del servicio de transporte.

b.
Problemas identificados

· Respecto a la Decisión 545, su Disposición Transitoria Segunda señala que:

“A efecto de dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente Decisión, a más tardar 6 meses después de su adopción, deberá aprobarse el Reglamento correspondiente mediante Resolución de la Secretaría General de la Comunidad Andina, previa opinión del Consejo Asesor de Ministros de Trabajo y del Comité Andino de Autoridades de Migración (CAAM) en consulta con el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores.“

Hasta la fecha el referido reglamento no ha sido aprobado, a pesar de que las delegaciones de Ecuador, Colombia y Perú llegaron a un primer consenso técnico respecto del proyecto reglamento de la Decisión 545 en la última reunión del Subcomité Andino de Autoridades de Migración Laboral (CAAM-Laboral) celebrada en el primer semestre de 2007. La SGCAN, por su parte, viene adelantando una nueva propuesta técnica de proyecto de Reglamento de la mencionada Decisión, la cual será revisada con las distintas autoridades nacionales involucradas en este segundo semestre de 2008 a través de una misión subregional que contará con el apoyo de una consultoría especializada.

· Respecto al Instrumento Andino de Seguridad Social, se da una situación muy similar a la del Instrumento Andino de Migración Laboral, ya que cuenta con una Disposición Transitoria que señala: 

“Primera: La presente Decisión será aplicada de conformidad con las disposiciones de su Reglamento, el cual será aprobado a más tardar 6 meses después de su adopción, mediante Resolución de la Secretaría General de la Comunidad Andina, previa opinión del Consejo Asesor de Ministros de Trabajo y del Comité Andino de Autoridades en Seguridad Social, y en consulta con el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores.”

A la fecha el referido reglamento no ha sido aprobado habiéndose encontrado observaciones de algunos Países Miembros a varias partes del proyecto de reglamento (como por ejemplo, implementación de los mecanismos para la transferencia de los montos cotizados  por los trabajadores entre diversos países de la subregión).

Las labores del Comité Andino de Autoridades de Seguridad Social (CAASS), necesitan ser reactivadas con urgencia para retomar las discusiones de este proyecto de norma reglamentaria
.

·  La plena vigencia de las Decisiones referidas a la libre prestación  de servicios en la subregión aún no ha podido concretarse. En los últimos años se han venido prorrogando los plazos inicialmente concedidos para su entrada en vigencia.

d. Proyectos a desarrollarse 

· Difusión de la normativa andina que permita a los trabajadores y a los ciudadanos en general tener conciencia de sus derechos comunitarios en materia de libre circulación y establecimiento con fines laborales en el territorio comunitario andino. Para ello se precisa la elaboración de folletos y material informativo en general donde se precisen los derechos y deberes de los trabajadores migrantes andinos.

· Seminarios y ciclos de vídeo conferencias con las autoridades nacionales competentes relacionadas con la migración donde se difunda la normativa andina y se intercambien experiencias respecto de su mejor aplicación. En estos trabajos pueden participar funcionarios de la Unión Europea que brinden su experticia sobre el tratamiento y aplicación de estos derechos comunitarios.

· Adelantar un proceso de coordinación entre las diversas instancias de la Comunidad Andina y los países receptores de migración andina para establecer programas de migración ordenada. Para ello, una vez identificadas las necesidades de los países receptores de la migración, coordinar con los centros de capacitación técnica y profesional,  la formación y entrenamiento  del personal requerido, de forma que se garantice al trabajador y su familia condiciones de migración seguras y legales (contrato de trabajo, respeto de los derechos del migrante y su familia).

Migraciones Extracomunitarias

Antecedentes 

Para abordar de manera integral el asunto de las migraciones extracomunitarias, es importante revisar la literatura relativa al análisis integral de las causas y consecuencias de la migración en los Países Miembros de la Comunidad Andina. Asimismo, existen un número significativo de organismos no gubernamentales y académicos de prestigiosas Universidades dedicados al estudio de aspectos específicos como es el caso de las remesas y la fuga de talentos, por ejemplo. Además, dada la significación de las migraciones para nuestros países, los Ministerios de Relaciones Exteriores han optado por incorporar en sus estructuras funcionales dependencias que tienen por finalidad la atención de sus connacionales en el exterior y contar con mayores elementos de juicio para la adopción de políticas sobre migración
Si bien la mayoría de los Países Miembros de la Comunidad Andina cuentan con registros estadísticos en las oficinas nacionales responsables del tema migratorio, lamentablemente no elaboran ni publican mayor información sobre las migraciones con cambio de residencia. Ello dificulta realizar un análisis pormenorizado de esta categoría migratoria. Aún más difícil es conseguir información de migrantes andinos con residencia en el exterior. 
Al respecto, debe tenerse en cuenta que la captura de información sobre residentes andinos en el exterior se obtiene principalmente de los movimientos migratorios registrados por las oficinas de migraciones de los Países Miembros y que fundamentalmente se refieren a flujos migratorios (entradas y salidas). A esta situación se suma la insuficiencia de los registros consulares de los nacionales de los países andinos en las misiones diplomáticas en el exterior, dado el alto índice de migrantes que permanecen en el exterior en condición irregular.
Consideraciones generales sobre la materia:

· En cuanto a migraciones hacia terceros países, la acción comunitaria está centrada, principalmente, en brindar la máxima protección y asistencia a los migrantes en los territorios de terceros países
.

· Este esfuerzo hace parte de la Política Exterior Común instrumentada por el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores a través de posiciones conjuntas en los foros internacionales. Sus objetivos son:

a. promover y proteger los derechos humanos de los nacionales de los Países Miembros que busquen emigrar hacia terceros países;

b. fortalecer el combate al tráfico de migrantes y la trata de personas;

c. promover y fortalecer la protección y asistencia a todo nacional de los Países Miembros en terceros países; y,

d. fomentar el desarrollo y la cohesión social en la subregión para desincentivar la emigración.

· En este trabajo puede tomarse como punto de partida, además, el documento de trabajo adelantado en años anteriores por la SGCAN sobre los Lineamientos de la Política Exterior Común de Migraciones de la Comunidad Andina
. Copia de dicho documento se adjunta como Anexo I.
· En el año 2003 se dio un paso importante al aprobarse la Decisión 548, Mecanismo Andino de Cooperación en materia de Asistencia y Protección Consular y Asuntos Migratorios, la cual establece que todo nacional de un País Miembro de la Comunidad Andina, que se encuentre en el territorio de un tercer Estado en el que su país de origen no tenga Representación Diplomática ni Consular, podrá acogerse a la protección de las autoridades diplomáticas o consulares de cualquier otro País Miembro. La plena implementación de este instrumento aún está pendiente de completarse.

· Las negociaciones de un Acuerdo de Asociación con la Unión Europea ha planteado la urgente necesidad de concertar posiciones conjuntas sobre este asunto, tema que se aborda tanto en el Grupo de Diálogo Político como en el de Cooperación. Debe tenerse en cuenta que en estas negociaciones se busca alcanzar el máximo respeto de los derechos de los migrantes andinos en territorios extracomunitarios, y para ello los Países Miembros, con el apoyo técnico de la SGCAN, trabajan para el cumplimiento de ese objetivo central
. 

· La propuesta de la Comunidad Andina en materia de migraciones extracomunitarias debería apuntar hacia el desarrollo de un diálogo comprehensivo con otros países o bloques de países que permita, a través de mecanismos concretos, tomar en cuenta debidamente los intereses andinos para hacer de las migraciones un factor de desarrollo.

Consideraciones en el marco de las relaciones UE-CAN
La Secretaría General de la Comunidad Andina, dada la importancia que en la actualidad han adquirido las migraciones de nacionales de los Países Miembros a Europa, considera que es tiempo de iniciar un tratamiento estructurado del tema, a fin de conocer las principales causas y efectos de dichos movimientos. Ello, partiendo del reconocimiento del principio de la libertad de migrar, no solo entendida bajo la óptica legal, sino extendida al concepto de que ésta debe ser conciente y racional, lo cual implica que la decisión de los potenciales migrantes debe tomarse con base en el acceso a información suficiente sobre sus implicaciones y procedimientos migratorios. Pensar sólo en la adopción de medidas restrictivas de los flujos migratorios sería negar el conjunto de situaciones que llevan a los ciudadanos andinos a tomar esta decisión.

En tal sentido, actualmente se adelantan criterios para elaborar un documento que, con base en el análisis de las políticas y normas jurídicas, se centre en el análisis de los mercados laborales y las realidades socioeconómicas de los países de origen (los de la Comunidad Andina) y de destino (los de la Unión Europea y en particular España e Italia, como principales polos de atracción de los emigrantes andinos). Ello, ante el impacto que la disminución y el envejecimiento de la población tendrán en la economía y la competitividad europea, y las necesidades futuras para cubrir las demandas del mercado laboral europeo
. 
En dicho marco, sería de la mayor importancia iniciar el análisis de aspectos específicos de interés birregional en el tratamiento del tema migratorio e identificar posibles acciones de cooperación horizontal y transferencia de experticia en la gestión de los flujos migratorios. Es el caso, por ejemplo del “Acervo Schengen” en lo concerniente al control y vigilancia de las fronteras exteriores de la Unión Europea.

Adicionalmente, se podría adelantar una evaluación de los acuerdos bilaterales de migración laboral, como por ejemplo el de Ecuador - UE u otros que tenga la UE con terceros países. En ese contexto, también se podrían tratar los temas de la integración en el mercado laboral europeo así como la facilidad para la movilidad de los nacionales andinos en la Unión Europea.
También se podría tratar la posibilidad de establecer un mecanismo específico para el intercambio de consultas e información y buenas prácticas entre ambas regiones, por ejemplo mediante la creación de una "Red segura de información y coordinación en Internet para los servicios de gestión de la emigración birregional”. Ello, sin dejar de lado la necesidad de contar con cifras estadísticas confiables sobre el número de migrantes andinos residentes en la UE por nacionalidades, a fin de contar con una visión clara del modelo de migración andina en la UE
.

Igualmente, se podría proponer el análisis y desarrollo de un enfoque común de la regularización, sobre la base del impacto que las medidas de regularización a gran escala podrían generar. En paralelo se podría también intercambiar ideas respecto a las condiciones en las que se ejerce el derecho a la reagrupación familiar de los nacionales andinos que residen legalmente en los Estados de la UE; como el refuerzo que se adelanta en materia de la integración de nuestros connacionales que residen regularmente, conociendo que éste es un objetivo esencial para la política de inmigración europea.

En ese mismo sentido y en el marco de las negociaciones del Acuerdo de Asociación UE-CAN, se podrían analizar los instrumentos políticos para aliviar la presión migratoria tales como la identificación de acciones de cooperación birregional en la lucha común contra la migración irregular; el desarrollo de una política consensuada, tanto sobre repatriación como respecto de la ayuda al retorno voluntario y el retorno de los residentes irregulares en el marco de lo dispuesto en el Consejo Europeo de Tampere.
De lo hasta aquí señalado, es importante subrayar que gran parte del trabajo en los temas mencionados líneas arriba requiere también de investigación en los países europeos que son los principales receptores de la migración andina. Dicho trabajo, que debería llevarse a cabo con el uso de una metodología común implicaría, por ejemplo, que la información estadística sobre los migrantes esté recopilada, sistematizada y publicada por los organismos nacionales responsables del control migratorio en los Estados de la UE. 

Normativa y consideraciones complementarias en esta materia:

a. Normativa Andina vigente

· Decisiones 504 (que crea el Pasaporte Andino y lo establece como único modelo para ser utilizado por los nacionales de los Países Miembros en sus movimientos migratorios) y 525 (que establece las “Características técnicas específicas mínimas de nomenclatura y seguridad del Pasaporte Andino” incorporando las recomendaciones de la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI) convirtiéndolos en “Documentos de Lectura Mecánica” y garantizando condiciones mínimas de seguridad del documento. 
El Pasaporte Andino actualmente se encuentra en vigencia en Bolivia, Ecuador y Perú
. Debido a problemas para su implementación, Colombia solicitó una prórroga del la entrada en vigencia del mismo (el 28 de noviembre de 2006 se adoptó la Decisión 655, la cual prorroga hasta el 31 de diciembre del 2007 la entrada en vigencia del referido documento de viaje para ese país).

· Decisión 548 Mecanismo Andino de Cooperación en materia de Asistencia y Protección Consular y Asuntos Migratorios: Dicha Decisión, adoptada el 25 de junio de 2003, establece un mecanismo de cooperación en beneficio de las personas naturales nacionales de cualquiera de los Países Miembros de la Comunidad Andina que por diversos motivos se encuentren fuera de su país de origen.

Asimismo, todo nacional de cualquier País Miembro de la Comunidad Andina que se encuentre en el territorio de un tercer Estado, o en una localidad en la que su país de origen no tenga Representación Diplomática ni Consular, podrá acogerse a la protección de las autoridades diplomáticas o consulares de cualquier otro País Miembro de la Comunidad Andina.

· Desarrollo e integración del Turismo (Decisión 463): Busca fomentar el desarrollo integrado del turismo entre y hacia los Países Miembros otorgarán a los turistas nacionales de los Países Andinos y a los extranjeros un trato que facilite su circulación por la Subregión.

b.
Problemas identificados

· La Decisión 548 debió ser complementada con disposiciones que reglamenten o regulen algunos aspectos específicos contemplados en dicha normativa. El tema, salvo las coordinaciones que se conoce efectúan los Cónsules andinos en Washington D.C., Bruselas y Berlín, debería reactivarse y es fundamental que los Cónsules de los Países Miembros acreditados en Lima puedan reanudar sus mecanismos de reuniones y definir propuestas que permitan la plena operatividad de la Decisión 548 (como por ejemplo, los aspectos operativos para la ejecución de las acciones previstas en el artículo 7 de dicha Decisión; aspectos operativos para la expedición del Salvoconducto Andino; aspectos operativos para el Registro en las Oficinas Consulares de nacionales andinos, localización de personas y expedición de la Tarjeta Consular Andina, entre otros importantes asuntos).  

c. Proyectos a desarrollarse

· Convocar a una Reunión Andina sobre Migraciones con los Ministerios de Relaciones Exteriores y las altas autoridades nacionales responsables de la política migratoria. En dicha reunión se aprobaría una “Propuesta Andina sobre Migración Extracomunitaria basada en la centralidad del ser humano” que serviría como documento conjunto de los Países Andinos para el Foro Mundial de Manila sobre Migraciones del mes de octubre de 2008 así como las bases del “Plan Andino de Desarrollo Humano para las Migraciones”. 
· Contar como un diagnostico y una propuesta que complemente el esfuerzo andino por perfeccionar las bases de datos y dar mayor seguridad a los documentos de identificación de las personas, como aporte en el tema de las migraciones a la lucha contra las nuevas amenazas a la seguridad y al sistema de información del Acuerdo Schengen. Con esta finalidad, se debería convocar a una reunión conjunta de los Comités Andinos de Migración (CAAM) y de Identificación y Estado Civil (CAIEC) con autoridades de la Unión Europea.
· Convocar al CAAM para evaluar la cooperación consular con el propósito de definir aquellos aspectos que pueden ser objeto de simplificación y mayor cooperación teniendo en cuenta los documentos adelantados por la Secretaría General de la Comunidad Andina sobre el particular.

· También sería importante efectuar un análisis de la incidencia del tema migratorio en nuestras vinculaciones con los países asociados a la Comunidad Andina y la construcción de criterios comunes en el espacio de UNASUR y en la región en general.
ANEXO
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EXPOSICION DE MOTIVOS

I. Antecedentes
La emigración, como objetivo del hombre para buscar mayor bienestar, es un derecho fundamental que ha quedado consagrado en las Convenciones Internacionales sobre la materia y forma parte de los procesos de crecimiento y desarrollo de los pueblos. En el contexto de la integración andina este derecho se reconoce tanto en el marco del preámbulo del Acuerdo de Cartagena, como en la Política Exterior Común (Decisión 458) y el Mecanismo Andino de Cooperación en Materia de Asistencia y Protección Consular y Asuntos Migratorios (Decisión 548). En términos generales, dichos antecedentes plantean un conjunto de argumentos para permitir a la Comunidad Andina sustentar un diálogo alturado y propositivo con los países de acogida, buscando maximizar los resultados a partir de posiciones conjuntas.
Ello, fundamentalmente, porque se observa una creciente emigración de nacionales de los Países Miembros a países desarrollados a la vez que se aprecia, de manera paralela, un “endurecimiento selectivo” de la política migratoria en esos países y con frecuencia se registran casos de violación de los derechos fundamentales de los migrantes no calificados, en torno a los cuales se sustenta una variada gama de argumentos para limitar su migración.

Asimismo, se observa un crecimiento de las remesas de los migrantes, las cuales afectan tanto a las economías de sus países de origen, como las de los países receptores. En el primer caso, como un aporte a la economía en general y a los familiares en particular; en el segundo, como transferencias de ingreso nacional al país de origen de los migrantes. En este contexto, el tema de las migraciones viene adquiriendo una mayor importancia y, en algunos casos, tiende a constituirse en una de las condicionantes para avanzar hacia esquemas de cooperación y asociación más avanzados entre países o bloques de países.

La Comunidad Andina no ha sido ajena a esta problemática. Por un lado, los Países Miembros participan en la Conferencia Sudamericana sobre Migraciones y en la concertación e implementación de un Plan de Acción sobre Migraciones Internacionales en América del Sur. De otro lado, la Política Exterior Común contempla entre sus modalidades de acción la concertación de posiciones conjuntas en foros internacionales especializados, como instrumento para promover la defensa de los intereses comunes de los Países Miembros frente a los planteamientos que sobre el tema migratorio propongan los países y grupos de países receptores de sus migrantes.

II. LINEAMIENTOS DE LA POLITICA EXTERNA COMUN ANDINA DE MIGRACIONES

La literatura especializada en el tema de las migraciones registra, cada vez con mayor frecuencia, la existencia de una progresiva profundización en las inequidades y la exclusión en países en vías de desarrollo, lo cual origina dinámicas de movilidad humana. Se observa además que estos desplazamientos se efectúan muchas veces en condiciones críticas, registrándose una agudización de problemas de tráfico y trata de personas, exportación de migrantes, nuevas formas de esclavismo, entre otros. En ese contexto se registran, igualmente, distintas formas de discriminación, racismo y sexismo. 

Dichos trabajos señalan también que se manifiestan cambios en las tendencias de la migración: hoy los países de emigrantes se tornan en receptores; y países receptores se tornan expulsores. En tal sentido, se señalan diversas razones que motivan los flujos migratorios, como la del envejecimiento poblacional en los primeros, o la búsqueda de mejores oportunidades en los segundos. Ello implica que en la actualidad exista una diversificación de lugares de destino, principalmente en países de mayores recursos y mejores niveles de vida, generando en algunos países en vías de desarrollo procesos de diáspora que hacen que las migraciones pasen de ser un evento celebrado, como antaño, a un hecho masivo y doloroso para muchas familias. 

La tendencia creciente de migraciones de toda índole, dirigidas a países desarrollados ha generado un “endurecimiento selectivo” de la política migratoria en esos países, en particular luego de los acontecimientos del 11 de septiembre de 2001 en Estados Unidos de América y del 11 de marzo de 2004 en España. Se argumenta que dicho endurecimiento se sustenta en un concepto de "seguridad y orden público" que articula las migraciones con la delincuencia, el tráfico de drogas, el terrorismo, y los marcos jurídicos de países emisores y receptores, observándose la ausencia de una visión de protección de derechos humanos en dicho instrumento. 

El “endurecimiento selectivo” de la política migratoria en países desarrollados, no se aplica a la llegada de trabajadores altamente especializados o calificados; más bien se favorece en los casos, por ejemplo, de los profesionales de la informática, la ciencia y la investigación científica. En tales casos dichos países buscan cubrir el déficit de su fuerza laboral y potenciar su sistema de seguridad social, dándole sostenibilidad en el tiempo. Estos migrantes, por lo general, logran un mayor grado de aceptación social entre la población local. 

Por el contrario, lo cotidiano es encontrar casos de violación de los derechos fundamentales de los migrantes no calificados, acerca de los cuales se construye y sustenta una variada gama de argumentos para limitar su migración. En tal sentido, la literatura menciona entre otros, que afectan negativamente las condiciones de empleo para el trabajador del país receptor y que son más reacios a una integración social, manteniendo sus costumbres y cultura, que muchas veces no se condicen con las del país de acogida.

Otro tema central en los estudios recientes sobre las migraciones se refiere al crecimiento de las remesas de los migrantes, y sus efectos tanto en las economías de sus países de origen, como en las de los países receptores. En los primeros, dada la importancia de su aporte a la economía en general y a los familiares en particular; en los segundos, porque las remesas comienzan a provocar síntomas de preocupación, dado los “altos niveles de transferencias” de ingreso nacional al país de origen de los migrantes.

Se observa además, que en las relaciones y negociaciones entre los países de emigración y los de acogida, progresivamente, el tema de las migraciones viene adquiriendo una mayor presencia y, en algunos casos, su tratamiento tiende a constituirse en una de las condicionantes para avanzar en esquemas de cooperación y asociación más avanzados entre países o bloques de países
.

Los planteamientos generalmente esgrimidos por los países de acogida, principalmente los desarrollados, para “ordenar” y “regular” las migraciones se refieren a:

1. Buscar que los países expulsores desplieguen sus mayores esfuerzos para desalentar la emigración, en particular las de menor o nula calificación; y mantengan una estabilidad política y económica, dado que ello tiene relación directa con la emigración y las posibilidades de retorno. 

2. Que la inmigración reduce los salarios de los trabajadores locales y que por ende empeora la distribución del ingreso. Asimismo, que afectan el sistema de seguridad social, pues se considera que los migrantes, en su mayoría, son personas que se incorporan a la masa laboral con una edad promedio superior a la de los trabajadores autóctonos, lo cual implica que su tiempo de aporte al sistema sea menor, debiendo ser compensado por los trabajadores nativos que sí ingresan al trabajo a la edad correspondiente. Ello, además de incidir en un mayor gasto público en educación, salud y servicios públicos, y algunas veces hasta en vivienda.

3. Que el monto de las transferencias de ingreso nacional, a los países de origen de los inmigrantes tiene un efecto negativo importante en su balanza de pagos y en los ingresos públicos de sus países (se estima en aproximadamente 7,000 millones de “migradólares” anuales en el caso de los Países Miembros y en 38,000 millones en Latinoamérica).

Por último, no se debe soslayar el carácter político que viene adquiriendo el tema de la inmigración en los países de acogida en las últimas décadas, habida cuenta que, al alimentar el discurso y la atracción de los partidos políticos de extrema derecha, ejerce una fuerte presión electoral sobre los partidos de gobierno en el sentido de reforzar el control y combate a la inmigración proveniente de horizontes culturales marcadamente diferentes.

III. Ejes de la Política Externa Común Andina de Migraciones
La Comunidad Andina debería ofrecer argumentos para hacer frente a los planteamientos antes expuestos y tratar de diseñar a mediano plazo políticas de cooperación migratoria con terceros países en beneficio de los migrantes de la Comunidad Andina. Los presentes lineamientos podrían servir a futuro como una política común andina en materia migratoria y que también podrían utilizarse como  insumo para instrumentar el pilar de cooperación política en el marco de la Comunidad Sudamericana de Naciones.

Para ello se han concebido cinco ejes centrales y un ámbito de gestión transversal y de apoyo a su desarrollo. Los ejes centrales son: a) Gobernabilidad migratoria y la libre movilidad de las personas en la región; b) Asistencia y protección de los derechos humanos de los migrantes y de los nacionales residentes en el exterior; c) Migraciones, remesas y mecanismos financieros para el desarrollo; d) Migraciones y negociaciones internacionales; y e) Cooperación en materia de migraciones en la Comunidad Sudamericana de Naciones. El orden de presentación no necesariamente implica prioridad ni grado de importancia.

En la elaboración del presente documento se ha tenido en cuenta tanto que la emigración, como objetivo del hombre para buscar mayor bienestar, es un derecho fundamental que ha quedado consagrado en las Convenciones Internacionales sobre la materia y forma parte de los procesos de crecimiento y desarrollo de los pueblos, como que en el marco del preámbulo del Acuerdo de Cartagena, de la Política Exterior Común (Decisión 458) y del Mecanismo Andino de Cooperación en Materia de Asistencia y Protección Consular y Asuntos Migratorios (Decisión 548), se prioriza la elaboración de un conjunto de argumentos que permitan a la Comunidad Andina, sustentar un diálogo alturado y propositivo con los países de acogida, buscando maximizar los resultados a partir de posiciones conjuntas. 

Eje 1: “Gobernabilidad migratoria y libre movilidad de las personas”

En el primer eje se busca establecer posiciones comunes en el marco de la “Iniciativa Berna” tendientes a buscar una mejor gestión de la migración a nivel regional y mundial gracias a la cooperación entre los Estados, teniendo en cuenta principalmente, que la migración y el desarrollo estén estrechamente vinculados entre sí. Ello permitirá a los países andinos sustentar las medidas de cooperación y fomento al desarrollo que se intentarán conseguir de parte de los países más desarrollados a la Subregión. 

Asimismo, se propone desarrollar esquemas de promoción del retorno del migrante andino con programas de inserción productiva en su país de origen. En tal sentido, se debería solicitar a los países de acogida el establecimiento de programas de cooperación financiera y de transferencia de conocimientos. 

Al respecto, es importante tener en cuenta lo que señala el documento “En busca de un compromiso equitativo para los trabajadores migrantes en la economía globalizada” presentado en la 283 reunión del Consejo de Administración de la Organización Internacional del Trabajo, en marzo de 2002, en el sentido de que “la experiencia demuestra que raras veces se puede poner en marcha o detener la migración como respuesta a los ciclos económicos. Las políticas basadas en el supuesto de que se puede hacer entrar a migrantes cuando sean necesarios y después enviarlos de vuelta a sus países de origen están condenadas al fracaso.” Ello, porque los que migran son seres humanos y no sólo trabajadores.

Por último, se plantea la posibilidad de establecer un mecanismo de coordinación sobre la materia, y una legislación armonizada de incentivos para el retorno (por ejemplo de liberación no sólo de menajes de casa y automóvil, sino también de equipo de trabajo afín a la profesión o actividad del migrante).

Eje 2: “Asistencia y protección de los derechos humanos de los migrantes y de los nacionales residentes en el exterior”

El segundo eje pretende que los Países Miembros fortalezcan la instrumentación de la Decisión 548 “Mecanismo Andino de Cooperación en materia de Asistencia y Protección Consular y Asuntos Migratorios”, fundamentalmente para garantizar el pleno respeto de los derechos humanos de los emigrantes andinos en terceros países. En tal sentido se deberá propiciar que los países de acogida , entre otros, reconozcan al migrante andino como una persona, cuyo proyecto de vida puede ser el de quedarse en el país de recepción, al menos durante un periodo estable; la libertad de circulación, como un instrumento y un derecho, no únicamente ligado a las necesidades del mercado de trabajo; y practiquen una política de colaboración y asociación con los países de origen a través del mutuo conocimiento, el dialogo permanente, y el establecimiento de mecanismos de lucha frente a los prejuicios y la discriminación.

La acción comunitaria debería contemplar también los propósitos de procurar desvincular la política de migración de la lucha contra el terrorismo; y evitar la criminalización de los inmigrantes; propiciar el reconocimiento de la equiparación en derechos, evitando los recortes de derechos y libertades de los migrantes y avanzar hacia la búsqueda de la garantía del principio de igualdad; buscar el pleno reconocimiento de derechos sociales de los migrantes; y reforzar el derecho al reagrupamiento familiar de todos los miembros de la familia sin prejuicios etnoculturales, con base en el reconocimiento a la vida en familia.

Además, debería buscar se reconozca que las redes de inmigración no funcionan tan solo a través de mafias o trata de personas. Ello implicaría tener en cuenta los distintos tipos de redes que gestionan las migraciones; por ejemplo, las redes sociales y relacionales que posibilitan la migración de las personas al proporcionar recursos y bienes, como información o apoyo; las redes comerciales con las que se relacionan: esto es, una serie de profesionales que se pone al servicio de redes existentes, como prestamistas, falsificadores de documentos; y las mafias: que son redes "comerciales", que abusan , coaccionan o engañan.

También se debería promover que los migrantes andinos en condición de irregulares o indocumentados cuenten por lo menos con un documento de identificación consular (similar al carné consular ya establecido por México y Colombia y que Ecuador está próximo a poner en aplicación en los Estados Unidos de América). Ello, entre otros, facilitará el acceso al sistema financiero de dichos migrantes. Esta es una acción que si bien los Países Miembros pueden tomar a nivel individual, el aporte de una Decisión sobre la materia a nivel andino podría contribuir con su acercamiento al pueblo y a la generación de una conciencia comunitaria.

Igualmente, se debería promover que los migrantes andinos se mantengan vinculados con los Sistemas de Seguridad Social de sus países de origen. Al respecto, se debería establecer la figura de seguro social voluntario o facultativo en todos los Países Miembros y buscar negociar con los países de acogida y sus sistemas de seguridad social la suscripción de los acuerdos correspondientes, con el fin de facilitar un eventual retorno no traumático, al evitarse la pérdida de los beneficios sociales no aportados en el período de emigración. Además, se debería procurar negociar el reconocimiento de los niveles de educación y grados académicos.

Por último, bajo el espíritu de la integración andina y de la Decisión 548, los Países Miembros deberían iniciar, un proceso de negociación tendiente a modificar la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, de forma tal de que se elimine la restricción de que una representación consular de un país pueda representar a más de un país, en particular ciando estos pertenecen a un esquema de integración que supera lo meramente comercial y avanza en la integración política y social. Por ejemplo, se buscaría perfeccionar específicamente, los artículos 8 y 36 de la mencionada Convención.

Eje 3: “Migraciones, remesas y mecanismos financieros para el desarrollo”

En el tercer eje, los Países Miembros deberían evaluar la posibilidad de establecer incentivos financieros y de oportunidad de inversión para los migrantes, de forma tal de mantener ciertos vínculos con su país de origen y contar con un respaldo frente a la posibilidad de un eventual retorno.

Los Países Miembros deberán procurar negociar la solución a los eventuales problemas que se pudieran presentar en materia tributaria en los países de acogida del migrante, en particular en los casos de remesas para inversión, de doble tributación (sobre la base de lo dispuesto en las Decisiones 40 y 578), o sobre los movimientos bancarios (en estos últimos casos se debería procurar la reducción o eliminación de impuestos a las transferencias de remesas).

En el ámbito de las remesas, los Países Miembros deberían ratificar el concepto de que éstas, siendo una consecuencia tangible de las migraciones, tienen un carácter esencialmente privado, voluntario e individual (en términos de contabilidad social las remesas se consideran como una donación). 

Asimismo, los Países Miembros deberían sostener que las remesas son el producto de una retribución al trabajo y por lo tanto, se efectúan luego de haberse pagado el respectivo impuesto a la renta y las contribuciones sociales (si el nivel del salario del migrante corresponde y si se encuentra en el sector formal de la economía), lo cual constituye una contribución de éste al Gobierno del país de acogida, por lo que debería aceptarse otro tipo de aporte, ni restricción al envío de las remesas.

Es importante recordar que, en los últimos años, el volumen de las remesas anuales de los migrantes andinos supera, con creces, tanto los niveles de la cooperación y ayuda al desarrollo recibidas desde el exterior, como los de la Inversión Extranjera Directa.

Desarrollar una acción comunitaria que favorezca el envío de las remesas de los migrantes desde el exterior, tendría un efecto directo en una parte significativa de la población de los Países Miembros, especialmente en los estratos de menores ingresos. Ello facilitaría que el pueblo visualice al binomio integración-migraciones con rostro humano, coadyuvando así al fortalecimiento de la identidad andina.

Fomentar remesas colectivas (Clubes de migrantes, generalmente con propósitos de uso social y productivo en las localidades de origen del migrante) permitiría aprovechar la reducción del valor de transacción, en consideración a la relación costo-volumen.

Adicionalmente, los Países Miembros podrían iniciar una agresiva campaña de información a sus migrantes sobre cómo invertir en sus países o en la Comunidad Andina. Por ejemplo, con inversiones de capital en sus países de origen, para desarrollar producciones y sistemas de logística internacional para aprovechar la demanda de bienes típicos o “consumo paisano” en los países de acogida, empleando las ventajas de las negociaciones comerciales internacionales (TLC, ATPDEA, SGP Drogas, etc.).

Sin embargo, hay que ser claros en señalar que el tema de las remesas debido a la frecuencia y monto pequeño de envíos individuales, además de la velocidad de su retiro del circuito financiero, no puede convertirse en elemento motor o alternativa para el desarrollo de los países receptores, ni para la creación de instrumentos financieros internacionales sólidos y sustentables en el tiempo. Además, trabajos recientes no demuestran fehacientemente que la tendencia creciente de las remesas se pueda mantener en el tiempo al mismo ritmo del observado en los últimos años, y que más bien existen variables coyunturales que podrían cambiar dicha tendencia (estudios desarrollados sobre los migrantes caribeños y latinoamericanos radicados en los Estados Unidos de América señalan que conforme pasa el tiempo, los migrantes reducen la frecuencia de sus remesas y sus montos). 

Evidencias como la señalada y otras se recogen en trabajos del Fondo Multilateral de Inversiones (FOMIN) del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), y organismos de investigación especializados como el Instituto para el Estudio de la Migración Internacional de la Universidad Georgetown de Washington D.C., o la Red Internacional de Migración y Desarrollo de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM).

Eje 4: “Migraciones y negociaciones internacionales”

En el tercer eje, los Países Miembros deberían trabajar coordinadamente para incrementar su poder de negociación como bloque y procurar con ello el equilibrio entre las posiciones de los países de acogida y las suyas. En tal sentido, los Países Miembros deberían buscar negociar conjuntamente acuerdos en materia de migración laboral con los países de mayor acogida de nacionales andinos, bajo los principios fundamentales de la responsabilidad compartida y de la solidaridad con las zonas más desfavorecidas.
En dicho marco, los Países Miembros solamente deberían aceptar la negociación de políticas de retorno y de regulación de las migraciones si éstas se entienden como el desarrollo de instrumentos para ordenarlas en ambos sentidos, bajo el estricto cumplimiento de los Tratados Internacionales, de las leyes de los países concernidos y del principio de responsabilidad compartida. En tal sentido, los Países Miembros deberían definir su posición frente a la ratificación de los Convenios 97 y 143 de la OIT sobre Protección de los Trabajadores Inmigrantes a Nivel Internacional, de forma tal de presentar una base común en la materia.

Debería plantearse la improcedencia de condicionar la cooperación a evaluaciones específicas respecto de las causas primordiales de la migración; la formulación y aplicación de leyes y prácticas nacionales en materia de protección internacional, así como para garantizar el respeto del principio de "no devolución"; las normas de admisión y los derechos y la condición de las personas admitidas, el trato justo y la integración de los ciudadanos no nacionales con residencia legal, la educación y la formación y las medidas contra el racismo y la xenofobia; la creación de una política de prevención efectiva contra la inmigración irregular, el contrabando de migrantes y la trata de seres humanos que incluya la cuestión de cómo combatir las redes de contrabando y trata de personas y de cómo proteger a las víctimas de dichas prácticas; el regreso, en condiciones humanas y dignas, de las personas que residen de manera irregular, incluyendo aspectos como el fomento del regreso voluntario, y la readmisión de tales personas; el ámbito de los visados, sobre cuestiones de interés mutuo, como visas de carácter comercial, cultural y académico; y en el ámbito de la gestión fronteriza, sobre cuestiones relacionadas con la organización, la formación, las buenas prácticas y otras medidas operativas sobre el terreno y, cuando proceda, la aportación de equipos a tal efecto.

En lo concerniente a la posibilidad de desalentar la emigración, en particular la procedente de las comunidades rurales (que generalmente son los migrantes que menor remuneración reciben, están menos capacitados y son empleados en trabajos temporales en los países de acogida), los Países Miembros deberían solicitar se amplíe la capacidad de exportación (acceso a mercado) de estas comunidades reduciendo los subsidios y la protección a la agricultura de los países de inmigración.

Además, los Países Miembros deberían solicitar a los países receptores que establezcan restricciones al empleo de trabajadores irregulares, incluso a través de sanciones, y repriman la trata y tráfico de personas. Sería también deseable que los Países Miembros armonicen su legislación de forma tal de penalizar de igual forma el tráfico y trata de personas.

Eje 5: “Cooperación en materia de migraciones en la Comunidad Sudamericana de Naciones”

En el quinto eje, se pretende potenciar la Conferencia Sudamericana de Migraciones, iniciativa de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), como instrumento de diálogo y coordinación entre los Estados de la región en materia de migraciones, canalizando estos esfuerzos en el marco de la cooperación política al interior de la recientemente creada Comunidad Sudamericana de Naciones (CSN).

Para ello, resultaría de particular importancia para la conformación del espacio sudamericano impulsar, en el corto y mediano plazo, el reconocimiento de los documentos nacionales de identificación como documentos de viajes para los turistas y personas de negocios residentes en los Estados miembros de la Comunidad Sudamericana de Naciones; en el marco de las negociaciones con estos países, diseñar instrumentos que a mediano plazo faciliten el cambio de condición migratoria en el país de estadía, con base en la única condición de ser nacional de un país sudamericano; y que con base en el desarrollo de la Comunidad Sudamericana de Naciones se pueda establecer un mecanismo para la regularización de la condición migratoria para migrantes originarios de los Estados parte, con base en el reconocimiento de la nacionalidad y la inexistencia de antecedentes penales.

Asimismo, se debería propiciar el establecimiento de un sistema de intercambio de información sobre las personas con prohibición de salida del Estado miembro de residencia habitual, y definir una política sudamericana para los casos de tráfico y trata de personas sobre la base del establecimiento de un sistema de cooperación y coordinación que facilite el intercambio de información en la materia.

En cuanto a las relaciones de la CSN con terceros, sería conveniente propiciar, en el desarrollo de este bloque suramericano, el establecimiento de una conducta de rechazo a las expulsiones masivas de migrantes en situación irregular o irregular, así como la negociación conjunta de acuerdos de readmisión que contemplen los puntos de vista de los Estados miembros, y promover la concertación de posiciones conjuntas para el tratamiento de las remesas de los migrantes de los Estados parte y el fomento de mecanismos financieros que favorezcan el desarrollo de la región.

Iv.
Gestión interinstitucional
En lo concerniente a los ámbitos de gestión transversal y de apoyo al desarrollo del Plan de Acción, los Países Miembros deberían desplegar sus mayores esfuerzos para desarrollar y perfeccionar sistemas de información sobre Migraciones que les permitan la formulación de políticas con una base sólida, además de darle elementos de transparencia y gobernabilidad a la gestión pública en esta materia. Ejemplos de ello son la Red Regional de Información, el observatorio de OSUMI, y el mejoramiento de las estadísticas continuas de corrientes migratorias, entre otros.

Asimismo, se deberían desarrollar acciones para mejorar las capacidades de gestión institucional sobre asuntos migratorios, para lo cual se debería reforzar y modernizar los sistemas de capacitación; y efectuar campañas de divulgación tanto sobre políticas de migración, como sobre los derechos y obligaciones de los migrantes.

V. CONCLUSION
En tal sentido, la X Reunión del Comité Andino de Autoridades de Migración (CAAM), realizada los días 30 de septiembre y 1 de octubre de 2004, consideró pertinente solicitar a la Secretaría General la elaboración de unos lineamientos de política común de migraciones. La Secretaría General, luego de las consultas realizadas con los Países Miembros, elaboró una Propuesta sobre Lineamientos de la Política Externa Común Andina de Migraciones que contempla cinco ejes centrales y un ámbito de gestión transversal y de apoyo a su desarrollo.

PROYECTO DE DECISION

Lineamientos de la Política Externa Común Andina de Migraciones


EL CONSEJO ANDINO DE MINISTROS DE RELACIONES EXTERIORES,


VISTOS: Los Artículos 1, 16 literales a), g) y k), y 50 del Acuerdo de Cartagena; las Decisiones 458, 475, 476, 499 y 548 del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores; y el Reglamento del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores aprobado mediante Decisión 407; y,


CONSIDERANDO: Que, el Acuerdo de Cartagena tiene por objetivos, entre otros, promover el desarrollo equilibrado y armónico de los Países Miembros en condiciones de equidad, mediante la integración y la cooperación económica y social; así como propender a disminuir la vulnerabilidad externa y mejorar la posición de los Países Miembros en el contexto económico internacional, fortalecer la solidaridad subregional y reducir las diferencias de desarrollo existentes entre los Países Miembros, con la finalidad de procurar un mejoramiento persistente en el nivel de vida de los habitantes de la Subregión;


Que, las migraciones han adquirido una mayor presencia en las relaciones entre los países de emigración y los de acogida;

Que, las políticas migratorias de los Países Miembros se inspiran en la promoción y protección de los derechos humanos de los migrantes, así como en el respeto de los instrumentos internacionales vigentes en la materia;


Que, los Países Miembros han acordado adelantar acciones en el marco de los instrumentos internacionales referidos, con miras a la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares; a combatir la delincuencia organizada transnacional; a prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños; y a enfrentar el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire;


Que, los Países Miembros participan en el proceso consultivo de la “Iniciativa Berna”, convocatoria suiza que cuenta con el apoyo de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), orientada a fomentar una mejor gestión de la migración en los ámbitos regional y mundial a través de la cooperación entre Estados, así como a permitir a los gobiernos identificar sus prioridades e intereses de largo plazo en materia migratoria;


Que, en el marco de la Conferencia Sudamericana sobre Migraciones, los Países Miembros participan en la concertación e implementación de un Plan de Acción sobre Migraciones Internacionales en América del Sur;


Que, la Política Exterior Común contempla entre sus modalidades de acción la concertación de posiciones conjuntas en foros internacionales especializados, y que es necesario fortalecer este instrumento para promover la defensa de los intereses comunes de los Países Miembros frente a los planteamientos de los países y grupos de países receptores de sus migrantes en negociaciones que al respecto, se lleven a cabo en ellos; 


Que, en la X Reunión del Comité Andino de Autoridades de Migración (CAAM), realizada los días 30 de septiembre y 1 de octubre de 2004, se consideró pertinente solicitar a la Secretaría General la elaboración de unos lineamientos de política común de migraciones que incorporen los aportes de los Países Miembros; y,


Que, la Secretaría General, luego de las consultas realizadas con los Países Miembros, ha presentado la Propuesta 154/Rev.1 sobre Lineamientos de la Política Externa Común Andina de Migraciones;

DECIDE:


Artículo 1.- Aprobar los siguientes Lineamientos de la Política Externa Común Andina de Migraciones (en adelante PECAM), que guiarán la actuación externa conjunta de los Países Miembros en materia de migraciones en sus relaciones con terceros países o grupos de países y en su participación en foros internacionales.
Artículo 2.- Objetivos
La PECAM tendrá los siguientes objetivos:
a. Promover y proteger los derechos humanos de los nacionales de los Países Miembros que, de manera voluntaria, busquen emigrar hacia terceros países.

b. Fortalecer el combate al tráfico de migrantes y la trata de personas.

c. Consolidar a la Comunidad Andina como eje de una estrategia sudamericana de migraciones.
d. Promover y fortalecer la protección y asistencia a todo nacional de los Países Miembros en terceros países.
e. Fomentar el desarrollo y la cohesión social en la subregión para desincentivar la emigración.

Artículo 3.- Principios

La PECAM se regirá por los siguientes principios:

a. El reconocimiento de la migración como un derecho inalienable del ser humano para establecerse donde considere existen mejores condiciones para su desarrollo personal.

b. El pleno respeto a las respectivas legislaciones nacionales, así como a los principios y normas del Derecho Internacional.

c. La responsabilidad compartida que corresponde tanto a los países de acogida que buscan cubrir con las migraciones su demanda insatisfecha de fuerza laboral, como a los de expulsión, para la búsqueda de soluciones en los planos subregional, regional, hemisférico y mundial. 

Artículo 4.- Criterios 

La PECAM tendrá en cuenta los siguientes criterios:
a. Integralidad: Comprende todos los aspectos relacionados con las condiciones que generan los flujos migratorios, en particular la situación de pobreza y exclusión social que propicia la expulsión y diáspora de las poblaciones de los países en vías de desarrollo.
b. Cooperación y solidaridad: Se basa en la solidaridad como expresión del reconocimiento de que los esfuerzos nacionales y subregionales en materia de regulación de las migraciones deben ser acompañados por la cooperación internacional, a fin de fortalecer simultáneamente la vigencia de los derechos humanos y promover el desarrollo económico y social sostenible de los Países Miembros.
c. Institucionalidad: Constituye un componente central de la Política Exterior Común (Decisión 458) y del Mecanismo Andino de Cooperación en Materia de Asistencia y Protección Consular y Asuntos Migratorios (Decisión 548).

d. Gradualidad: Se abordará de manera progresiva, conforme a las prioridades que se establezcan a partir de la identificación de intereses comunes.

Artículo 5.- Mecanismos institucionales


La PECAM contará con los siguientes mecanismos institucionales:

a. El Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores será el órgano responsable de la definición, coordinación y seguimiento de los Lineamientos de la PECAM .

b. El Comité Andino de Autoridades de Migración (CAAM) será responsable de la coordinación, seguimiento y evaluación de los Lineamientos de la PECAM. Además elaborará el plan operativo bienal para su gradual ejecución.

c. Los subcomités y grupos de trabajo especializados en los diversos aspectos comprendidos en los Lineamientos de la PECAM que sean establecidos por el CAAM. Los subcomités y grupos de trabajo podrán estar integrados por dos o más Países Miembros y estarán abiertos a la participación de los demás.

d. La Secretaría General de la Comunidad Andina será responsable del seguimiento de la ejecución de los Lineamientos de la PECAM.

Artículo 6.- Lineamientos y Ejes de la PECAM
El desarrollo de la PECAM se sustentará en los lineamientos contemplados en el Anexo I de la presente Decisión, en particular en los siguientes ejes:
Eje 1.
Gobernabilidad migratoria y libre movilidad de las personas
a. Establecer posiciones comunes en el marco de la “Iniciativa Berna” tendientes a buscar una mejor gestión de las migraciones a nivel regional y mundial, a través de la cooperación entre los Estados, teniendo en cuenta el estrecho vínculo entre migración y desarrollo.

b. Desarrollar esquemas de promoción del retorno del migrante andino con programas de inserción productiva en su país de origen, que contemplen alternativas seguras y de largo plazo para los aplicantes, que incentiven las relaciones comerciales, y que desarrollen programas de cooperación financiera y de transferencia de conocimientos con los países o grupos de países de acogida con quienes no se esté en vías de negociación de acuerdos comerciales. 

c. Gestionar, ante los países de acogida, se evite la aplicación de políticas asistencialistas en materia de retorno laboral.

d. Promover que los migrantes andinos se mantengan vinculados con los Sistemas de Seguridad Social de sus países de origen para evitar la pérdida de los beneficios sociales no aportados en el período de emigración.

e. Fomentar acuerdos para el reconocimiento de los niveles de educación, diplomas de capacitación para el trabajo, y títulos y grados académicos.

f. Diseñar e implementar una legislación armonizada de incentivos para el retorno.

g. Armonizar la legislación de los Países Miembros, de forma tal de penalizar tanto el tráfico de migrantes como la trata de personas.

Eje 2.
Asistencia y protección de los derechos humanos de los migrantes y de los nacionales residentes en el exterior
a. Fomentar el pleno respeto de los derechos humanos de los emigrantes andinos. En tal sentido se deberá propiciar que los países de acogida , entre otros, reconozcan:

1. Al migrante andino como una persona cuyo proyecto de vida contemple la posibilidad de quedarse en el país de recepción, al menos durante un periodo estable;

2. La libertad de circulación, como un instrumento y un derecho, no únicamente ligado a las necesidades del mercado de trabajo;

3. Una política efectiva de colaboración y asociación con los países de origen a través del mutuo conocimiento, el dialogo permanente, y el establecimiento de mecanismos de lucha frente a los prejuicios y la discriminación.

b. Promover y gestionar la aplicación, entre otras, de las siguientes políticas a favor de los migrantes andinos:

1. Desvincular la política de migración de la de seguridad y evitar la criminalización de los inmigrantes;

2. Evitar los recortes de derechos y libertades de los migrantes y avanzar hacia la búsqueda de la garantía del principio de igualdad;

3. Lograr el pleno reconocimiento de derechos sociales de los migrantes;

4. Reforzar el derecho al reagrupamiento familiar de todos los miembros de la familia sin prejuicios etnoculturales, con base en el reconocimiento a la vida en familia.

c. Propiciar que se reconozca que los flujos de inmigración son independientes de la problemática criminal de mafias o trata de personas. 

d. Diseñar e implementar, previo reconocimiento y aceptación por los Estados de acogida, un documento de identificación consular para los migrantes andinos en condición de irregulares o indocumentados.

Eje 3.
Migraciones, remesas y mecanismos financieros para el desarrollo
a. Establecer incentivos financieros y de oportunidad de inversión para los migrantes, de forma tal de mantener vínculos con su país de origen y contar con un respaldo frente a la posibilidad de un eventual retorno.

b. Fomentar acuerdos entre los Países Miembros y los de acogida de emigrantes andinos, en materia tributaria, en particular para los casos de las remesas y de doble tributación.

c. Ratificar que las remesas, siendo una consecuencia tangible de las migraciones, tienen un carácter esencialmente privado, voluntario e individual y son el producto de una retribución al trabajo, efectuada luego del pago de los respectivos impuestos y contribuciones sociales en el país de acogida.

d. Propiciar el mejor aprovechamiento de las remesas de los migrantes, orientándolas hacia la inversión social en los países de origen.

e. Favorecer el desarrollo de mecanismos coordinados para fomentar remesas colectivas, con propósitos de uso social y productivo en las localidades de origen del migrante.

f. Realizar campañas de información a los migrantes sobre cómo desarrollar inversiones de capital en sus países de origen, para desarrollar producciones y sistemas de logística internacional, empleando las ventajas de las negociaciones comerciales internacionales.

g. Evitar una creciente dependencia de las remesas como elemento motor del desarrollo de los países receptores.

Eje 4.
Migraciones y negociaciones internacionales
a. Coordinar acciones conjuntas con el objeto de impulsar un proceso de negociación tendiente a modificar la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, de forma tal que se elimine la restricción para que una Misión Consular de un Estado miembro de un esquema de integración pueda representar a más de un país de dicho esquema.

b. Promover la negociación conjunta de acuerdos en materia de migración laboral con los países de mayor acogida de nacionales andinos, bajo los principios fundamentales de la responsabilidad compartida y de la solidaridad con las zonas más desfavorecidas.
c. Diseñar mecanismos de coordinación para responder a las condicionalidades en materia migratoria que se pretendan incorporar en los nuevos instrumentos de cooperación internacional, con especial atención en temas tales como la obligación de realizar evaluaciones específicas respecto de las causas primordiales de la migración; y la formulación y aplicación de leyes y buenas prácticas en materia de protección internacional.

d. Propiciar se amplíe el acceso a los mercados y la capacidad de exportación originaria de las comunidades rurales, reduciendo los subsidios y la protección a la agricultura de los países de inmigración, como contrapartida a la posibilidad de regular o desalentar la emigración.

e. Fortalecer el respeto del principio de "no devolución", así como la adopción de medidas para la prevención efectiva de la inmigración irregular.

f. Promover los derechos y la condición de las personas admitidas, así como el trato justo y la integración de los ciudadanos no nacionales con residencia legal en el país de acogida.

g. Alentar la adopción de mecanismos para facilitar la educación y la formación de los migrantes andinos en los países de destino.

h. Promover la adopción de medidas contra el racismo, la xenofobia, el contrabando de migrantes y la trata de seres humanos en los países de acogida.

i.
Propiciar que los países receptores repriman la trata  y tráfico de personas, como parte de su ordenamiento jurídico.

Eje 5.
Cooperación en materia de migraciones en la Comunidad Sudamericana de Naciones
a. Potenciar la Conferencia Sudamericana de Migraciones como instrumento de diálogo y coordinación entre los Estados parte en materia de migraciones.

b. Impulsar el reconocimiento de los documentos nacionales de identificación como documentos de viajes para los turistas y hombres de negocios residentes en los Estados miembros.

c. Adoptar un instrumento que facilite el cambio de condición migratoria en el país de estadía, con base en la única condición de ser nacional de un país sudamericano.

d. Definir una política sudamericana para los casos de tráfico y trata de personas sobre la base del establecimiento de un sistema de cooperación y coordinación que facilite el intercambio de información en la materia.

e. Propiciar el establecimiento de un sistema de intercambio de información sobre las personas naturales con prohibición de salida del Estado miembro de residencia habitual.

f. Establecer un mecanismo para la regularización de la condición migratoria para migrantes originarios de los Estados parte, con base en el reconocimiento de la nacionalidad y la inexistencia de antecedentes penales.

g. Propiciar el establecimiento de una conducta de rechazo a las expulsiones masivas de migrantes en situación irregular o irregular en terceros países, así como la negociación conjunta de acuerdos de readmisión que contemplen los puntos de vista de los Estados miembros.

h. Promover la concertación de posiciones conjuntas para el tratamiento de las remesas de los migrantes de los Estados parte y el fomento de mecanismos financieros para el desarrollo.

i. Crear un mecanismo de cooperación para la lucha contra la trata y tráfico de personas, en el marco de los compromisos y acuerdos internacionales vigentes sobre esta problemática.


Artículo 7.-
Gestión interinstitucional 


En la gestión de los Ejes de la PECAM se tendrán en cuenta los siguientes elementos interinstitucionales: 

a. Desarrollar y perfeccionar sistemas de información sobre Migraciones que permitan la formulación de políticas con una base sólida, además de dar elementos de transparencia y gobernabilidad a la gestión pública en esta materia.

b. Promover acciones para mejorar las capacidades de gestión institucional sobre asuntos migratorios, a través del fortalecimiento y modernización de los sistemas de capacitación para los funcionarios gubernamentales responsables de la administración de la política migratoria.

c. Realizar campañas de divulgación tanto sobre la política común andina de migraciones, como sobre los derechos y obligaciones de los migrantes.


Artículo 8.- Instrumentación


El Comité Andino de Autoridades de Migración (CAAM), previa coordinación con los Países Miembros a través de los organismos nacionales competentes y de la Secretaría General de la Comunidad Andina, recomendará al Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, la adopción gradual de la normativa comunitaria necesaria para la instrumentación de los Lineamientos de la PECAM. Asimismo, el CAAM informará anualmente al Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, a través de la Secretaría General de la Comunidad Andina, sobre los avances en la instrumentación de los Lineamientos de la PECAM.

Artículo 9.- Entrada en vigencia

La presente Decisión entrará en vigencia en la fecha de su publicación en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena.


Dada en ….

Anexo I

LINEAMIENTOS DE LA POLITICA EXTERNA COMUN ANDINA DE MIGRACIONES

I. Ejes de la Política Externa Común Andina de Migraciones

a. Gobernabilidad migratoria y libre movilidad de las personas

i. Establecer posiciones comunes en el marco de la “Iniciativa Berna” tendientes a buscar una mejor gestión de la migración a nivel regional y mundial gracias a la cooperación entre los Estados, teniendo en cuenta principalmente, que la migración y el desarrollo estén estrechamente vinculados entre sí..

ii. Desarrollar esquemas de promoción del retorno del migrante andino con programas de inserción productiva en su país de origen. En tal sentido, se debería solicitar a los países de acogida el establecimiento de programas de cooperación financiera y de transferencia de conocimientos. 

iii. Establecer un mecanismo de coordinación sobre la materia, y una legislación armonizada de incentivos para el retorno.

b. Asistencia y protección de los derechos humanos de los migrantes y de los nacionales residentes en el exterior

i. Fortalecer la instrumentación de la Decisión 548 

ii. Desvincular la política de migración de la lucha contra el terrorismo, evitando la criminalización de los inmigrantes y propiciando el reconocimiento de la equiparación en sus derechos

iii. Reforzar el derecho al reagrupamiento familiar.

iv. Analizar la conformación y funcionamiento de las redes de inmigración.

v. Promover la creación de un documento de identificación consular

vi. Mantener la vinculación de los migrantes con los Sistemas de Seguridad Social de sus países de origen. 

vii. Fomentar el reconocimiento de los niveles de educación y grados académicos.

viii. Propiciar la modificación de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares.

c. Migraciones, remesas y mecanismos financieros para el desarrollo

i. Evaluar la posibilidad de establecer incentivos financieros y de oportunidad de inversión para los migrantes.

ii. Buscar soluciones a los eventuales problemas que se pudieran presentar en materia tributaria en los países de acogida del migrante.

iii. Ratificar que las remesas tienen un carácter esencialmente privado, voluntario e individual.

iv. Desarrollar una acción comunitaria que favorezca el envío de las remesas.

v. Fomentar el sistema de remesas colectivas 

vi. Iniciar campañas de información respecto a inversiones que pudieran gestionar los migrantes.

d. Migraciones y negociaciones internacionales

i. Fomentar la posición negociadora conjunta de los Países Miembros en los temas de migraciones, bajo los principios de la responsabilidad compartida y de la solidaridad con las zonas más desfavorecidas.
ii. Solicitar se amplíe la capacidad de exportación (acceso a mercado) de las comunidades rurales, exigiendo la reducción de los subsidios y la protección a la agricultura de los países de inmigración.

iii. Solicitar a los países receptores que establezcan restricciones al empleo de trabajadores irregulares.

e. Cooperación en materia de migraciones en la Comunidad Sudamericana de Naciones

i. Fortalecer la Conferencia Sudamericana de Migraciones como instrumento de diálogo y coordinación entre los Estados de la región en materia de migraciones.

ii. Impulsar el reconocimiento de los documentos nacionales de identificación como documentos de viajes para los turistas y personas de negocios residentes en los Estados miembros de la Comunidad Sudamericana de Naciones.
iii. Diseñar instrumentos que a mediano plazo faciliten el cambio de condición migratoria en el país de estadía, con base en la única condición de ser nacional de un país sudamericano. 

iv. Propiciar el establecimiento de un sistema de intercambio de información sobre las personas con prohibición de salida del Estado miembro de residencia habitual.
v. Definir una política sudamericana para los casos de tráfico y trata de personas sobre la base del establecimiento de un sistema de cooperación y coordinación que facilite el intercambio de información en la materia.

vi. Propiciar el establecimiento de una conducta de rechazo a las expulsiones masivas de migrantes en situación irregular en terceros países.

vii. Propiciar la negociación conjunta de acuerdos de readmisión que contemplen los puntos de vista de los Estados miembros.

II. Gestión interinstitucional:

i. Desplegar los mayores esfuerzos para desarrollar y perfeccionar sistemas de información sobre Migraciones que permitan la formulación de políticas con una base sólida.
ii. Proveer elementos de transparencia y gobernabilidad a la gestión pública en esta materia. 

iii. Desarrollar acciones para mejorar las capacidades de gestión institucional sobre asuntos migratorios, para lo cual se debería reforzar y modernizar los sistemas de capacitación.

iv. Efectuar campañas de divulgación tanto sobre políticas de migración, como sobre los derechos y obligaciones de los migrantes.

* * * *

�	 Artículo 1, Decisión 503


�	 Artículo 5, Decisión 503


�	 Lineamientos 2006 sobre Protección al Consumidor.  Resolución N° 001-2006-LIN-CPC/INDECOPI “¿Qué responsabilidad tiene el establecimiento afiliado a una tarjeta de crédito frente a los consumos que realicen personas diferentes al titular de la tarjeta?





	El ámbito de responsabilidad de los establecimientos afiliados se encuentra claramente determinado por la obligación de verificar la identidad de los portadores de la tarjeta de crédito, para garantizar que éstas no sean empleadas por quienes no son titulares de las mismas, garantizando, de este modo, la seguridad de las transacciones comerciales, y por lo tanto, la confianza en el sistema de mercado en general.





	Así, entre las obligaciones del establecimiento afiliado de acuerdo al artículo 28 del Reglamento de Tarjetas de Crédito, se encuentra especificado que debe verificar la identidad del usuario, además de comprobar que su firma en la orden de pago corresponda a la que figura en su tarjeta de crédito.





	Cabe precisar que los artículos 22 y 32 del Decreto Legislativo Nº 703 - Ley de Extranjería, establecen que todo extranjero para su ingreso al Perú deberá estar premunido de su pasaporte o documento de viaje análogo vigente expedido por la autoridad competente, siendo que los extranjeros en el territorio nacional acreditarán su condición migratoria con su pasaporte o documento de viaje análogo, carné de extranjería o documento de identidad expedido por la autoridad competente, según corresponda.”


�	 Es fundamental culminar cuanto antes el proceso de adscripción del Consejo Andino de Defensores del Pueblo al SAI y, en ese marco, establecer el compromiso de las Defensorías del Pueblo con la plena vigencia de la legislación comunitaria referida a los derechos del ciudadano andino en territorio comunitario.





�	 “Para efectos de la presente Decisión, se consideran turistas a aquellas personas que ingresen al país sin ánimo de residencia y éstos no podrán realizar actividades remuneradas o lucrativas, salvo lo dispuesto en materia de migración temporal en los acuerdos específicos o convenios de integración fronteriza suscritos o que se suscriban entre los Países Miembros”


�	 Artículo 1, Decisión 545





�	 Decisión 545, “Artículo 4.- A los fines de esta Decisión, se establece la siguiente clasificación de los trabajadores migrantes andinos:





	Trabajador con desplazamiento individual;


	Trabajador de empresa;


	Trabajador de temporada; y,


	Trabajador fronterizo.”





�	 Por su parte, la SGCAN con el apoyo de la cooperación del Programa AECID-CAN ha contemplado para este segundo semestre de 2008 el financiamiento de un trabajo técnico especializado en apoyo a los avances que ha logrado hasta el momento el Comité Andino de Autoridades de Seguridad Social (CAASS).


� Desde el punto de vista andino, es importante resaltar el esfuerzo por mejorar la identificación de sus nacionales y contribuir al tema de la seguridad transfronteriza, perfeccionando sus sistemas administrativos correspondientes a los registros públicos y de identificación de personas. 





El proceso andino de integración ya dio un paso sustancial en ese sentido al haberse adoptado las Decisiones 504 (que crea el Pasaporte Andino) y l525 (que establece las “Características técnicas específicas mínimas de nomenclatura y seguridad del Pasaporte Andino” incorporando las recomendaciones de la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI) convirtiéndolos en “Documentos de Lectura Mecánica”). Con ello dicho Pasaporte cumple con los requisitos establecidos por los Estados Unidos de América y la Unión Europea para todo viajero que quiera ingresar a sus territorios a partir de enero de 2011.





Sin embargo, aún persisten en algunos países de la Comunidad Andina ciertas deficiencias en materia de registros civiles de personas y en la cédula o documento nacional de identificación, documentos cuya presentación es un requisito fundamental para la obtención del Pasaporte, lo cual debilita el sistema de seguridad transfronteriza. 





Al respecto, sobre la base del “Acervo Schengen” se podría analizar la posibilidad de promover una cooperación técnica orientada a la “homologación de los documentos de identidad” en la región andina. Ello, teniendo en cuenta también lo establecido en el artículo 3 de la Decisión 503, mediante la cual se reconoce a los documentos nacionales de identificación de personas como “documentos de viaje” para efectos de admisión e ingreso de los turistas nacionales y residentes en los Países Miembros. Allí se señala que “las autoridades nacionales competentes realizarán progresivamente las coordinaciones que sean necesarias para homologar los documentos nacionales de identificación a efectos de facilitar la libre circulación de personas dentro de la Subregión.”





�	 La última versión de esta propuesta técnica ha sido revisada en el segundo semestre de 2006. No obstante, aún no ha podido ser analizada en alguna reunión técnica de las instancias comunitarias pertinentes.


�	 Este es uno de los temas cruciales de las negociaciones en curso con la UE. No obstante lo indicado en los puntos anteriores, se viene detectando una aparente contradicción entre los objetivos de la cooperación para el desarrollo de la UE y su política migratoria, como ha quedado evidenciado en la reciente aprobación de la“Directiva del Retorno” por parte de las máximas instancias comunitarias de la UE. Se podrían identificar por los menos tres características contradictorias en dicha política:





	* Es restrictiva: busca limitar los flujos y privilegia los aspectos de control y vigilancia que conllevan frecuentemente a violaciones de los derechos fundamentales de los migrantes.


	* Es selectiva: atrae a la mano de obra calificada, provocando una “fuga de talentos” que perjudica el potencial de desarrollo de los países de origen.


	* Es condicionante: introduce nuevas condicionalidades en los acuerdos con terceros países, como las llamadas “cláusulas de readmisión”.





� En el Libro Verde sobre Lestón de la migración económica, del 11 de enero de 2005, se señala que la disminución del número de activos entre 2010 y 2030 será del orden de 20 millones de trabajadores para la UE-25.


� Según la comunicación enviada por los Ministros de Relaciones Exteriores de la Comunidad Andina a las más altas instancias de la Unión Europea el pasado 9 de junio donde muestran su preocupación ante la reciente aprobación de la llamada “Directiva de Retorno”, actualmente residen en territorio comunitario europeo más de 3 millones de nacionales andinos que podrían verse de alguna manera afectados por la próxima vigencia de esta normativa europea.


�	 Si bien la República Bolivariana de Venezuela ya no forma parte de la Comunidad Andina, el Pasaporte Andino se encuentra en circulación en ese país desde inicios de 2006 y mantendrá su vigencia por 5 años.





�	 Artículo 2, Decisión 548





�	 Artículo 4, Decisión 548





� Como se puede constatar tanto en el “Acuerdo de Diálogo Político y Cooperación” suscrito entre la Comunidad Europea y sus Estados miembros, por una parte, y la Comunidad Andina y sus Estados miembros, Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela, por otra parte, en Roma, el 15 de diciembre de 2003; como en la “Declaración de Guadalajara”, suscrita por los Jefes de Estado y de Gobierno de América Latina y el Caribe y de la Unión Europea, reunidos en Guadalajara, México, los días 28 y 29 de mayo de 2004; y en la Cumbre del Consejo Europeo de Salónica realizada los días 19 y20 junio 2003, además de los tratados de libre comercio que algunos Países Miembros están negociando.





